
 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 

 
Jurisprudencias y Tesis Aisladas 

   del Poder Judicial de la Federación 
Publicadas en el Semanario Judicial de la Federación  

 

25 de mayo de 2018 
 

Administrativo, Migratorio y del Transporte Anticorrupción y Cumplimiento Corporativo 
1 Jurisprudencia 
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1 Tesis aislada Sin publicaciones 
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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 

JURISPRUDENCIA. ESTACIONAMIENTOS VINCULADOS A ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES O DE 
SERVICIOS. PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL 
ARTÍCULO 32 DEL REGLAMENTO DE ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS DE RECEPCIÓN Y DEPÓSITO DE 
VEHÍCULOS DEL MUNICIPIO DE QUERÉTARO, AL NO AFECTAR AL INTERÉS SOCIAL, NI CONTRAVENIR 
DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO.  
 
TESIS AISLADA. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA 
RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN POR SU ACTIVIDAD IRREGULAR, SE INTERRUMPE CON LA 
IMPUGNACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE PRODUJERON LOS DAÑOS PATRIMONIALES, 
CONFORME AL ARTÍCULO 25 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ANTE LA INEXISTENCIA DE UNA LEY 
LOCAL.  
 
TESIS AISLADA. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES. CON 
INDEPENDENCIA DE SU DENOMINACIÓN EN SU TRAMITACIÓN DEBE RESPETARSE EL DERECHO DE 
AUDIENCIA PREVIA.  
 
TESIS AISLADA. INFORMACIÓN CONTENIDA EN PÁGINAS DE INTERNET. SU VALOR PROBATORIO EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL.  
 
 

 

Ambiental 
 
TESIS AISLADA. DERRAMES DE HIDROCARBUROS POR TOMAS CLANDESTINAS. LA LEY GENERAL 
PARA LA PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS RESULTA APLICABLE A LA MATERIA 
AMBIENTAL Y, DE MANERA ESPECIAL, A LAS ACTIVIDADES RIESGOSAS Y MATERIALES PELIGROSOS, 
COMO LO ES LA GASOLINA.  
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Constitucional y Amparo 
 
JURISPRUDENCIA. REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DICHO RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LA 
RESOLUCIÓN EN LA QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SE DECLARA INCOMPETENTE O 
DECLINA SU COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA EN LA QUE SE PLANTEA LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL.  
 
JURISPRUDENCIA. REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, POR CUANTO AL 
REQUISITO DE QUE EN LA SENTENCIA RECURRIDA EXISTA UN PRONUNCIAMIENTO DE FONDO, DEBE 
CONSIDERARSE QUE SE PRODUCE CUANDO SE DETERMINA EN TAL FALLO EL DERECHO AL 
ACREDITAMIENTO DE UN TRIBUTO.  
 
JURISPRUDENCIA. REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, DEBE ATENDERSE 
EN PRIMER ORDEN Y PREPONDERANTEMENTE, SI SE TRATA DE UN VICIO DE FONDO, PARA LO CUAL 
NO DEBEN CONSIDERARSE LOS EFECTOS QUE LA SALA IMPRIMA A SU SENTENCIA, SINO 
EXCLUSIVAMENTE A LA EXISTENCIA DE VIOLACIONES DE FONDO, O EN SU CASO DE FORMA.  
 
JURISPRUDENCIA. IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA. LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS 
EN LOS QUE SE HAGA VALER LA VIOLACIÓN A DICHOS PRINCIPIOS, SON INOPERANTES SI NO SE 
PROPORCIONA UN TÉRMINO DE COMPARACIÓN IDÓNEO PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA 
IMPUGNADA OTORGA UN TRATO DIFERENCIADO.  
 
JURISPRUDENCIA. ESTACIONAMIENTOS VINCULADOS A ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES O DE 
SERVICIOS. PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL 
ARTÍCULO 32 DEL REGLAMENTO DE ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS DE RECEPCIÓN Y DEPÓSITO DE 
VEHÍCULOS DEL MUNICIPIO DE QUERÉTARO, AL NO AFECTAR AL INTERÉS SOCIAL, NI CONTRAVENIR 
DISPOSICIONES DE ORDEN PÚBLICO.  
 
JURISPRUDENCIA. RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, 
ASÍ COMO LOS GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE EL DERECHO 
A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014).  
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TESIS AISLADA. RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, 
ASÍ COMO LOS GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014).  
 
TESIS AISLADA. RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, 
ASÍ COMO LOS GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE LOS 
PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD JURÍDICA Y DE RAZONABILIDAD LEGISLATIVA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DE 2014).  
 
TESIS AISLADA. REVISIÓN FISCAL. SI DICHO RECURSO LO INTERPONE UN APODERADO LEGAL DE LA 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD, ES IMPROCEDENTE.  
 

Laboral 
 
JURISPRUDENCIA. RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 849 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO. PROCEDE CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA QUE 
DECLARA CUMPLIDA LA CONDENA DECRETADA EN EL LAUDO Y ORDENA EL ARCHIVO DEL 
EXPEDIENTE COMO ASUNTO CONCLUIDO.  
 
JURISPRUDENCIA. RECTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE SONORA. LA 
PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN REFERIDA NO PUEDE CONDICIONARSE AL ENTERO CORRECTO DE LAS 
CUOTAS RELATIVAS.  
 
TESIS AISLADA. TRABAJADORES PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 
DEROGADA QUE REINGRESAN A LABORAR. TIENEN DERECHO A LA DEVOLUCIÓN DE LA TOTALIDAD 
DE LAS SUBCUENTAS DEL SISTEMA DE AHORRO PARA EL RETIRO, APORTADAS CONFORME AL 
NUEVO MARCO JURÍDICO EN QUE COTIZARON, SI NO REÚNEN LOS REQUISITOS PARA OBTENER OTRA 
PENSIÓN.  
 
TESIS AISLADA. REINSTALACIÓN. SUS CONSECUENCIAS RESPECTO DE LA ANTIGÜEDAD GENÉRICA.  
 
TESIS AISLADA. NOMBRE, DENOMINACIÓN O RAZÓN SOCIAL DEL DEMANDADO EN MATERIA 
LABORAL. CONSTITUYE UN PRESUPUESTO DE LA ACCIÓN SIN EL CUAL NO PUEDE PROSPERAR LA 
DEMANDA RELATIVA, POR LO QUE LAS DENOMINACIONES COMERCIALES, LOS NOMBRES 
ARTÍSTICOS, LOS ALIAS Y OTROS, SI BIEN PUDIERAN AYUDAR A IDENTIFICAR EL CENTRO DE 
TRABAJO, NO CUMPLEN CON AQUELLA CARACTERÍSTICA.  
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Mercados Financieros 
 
TESIS AISLADA. PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS. EL ARTÍCULO 96 
DE LA LEY RELATIVA RESPETA LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO.  
 
 

 

Penal 
 

JURISPRUDENCIA. SENTENCIA DE AMPARO QUE OTORGA LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL 

QUEJOSO PRIVADO DE SU LIBERTAD CONTRA LA FALTA DE ATENCIÓN MÉDICA ADECUADA. EL 

HECHO DE QUE ÉSTE HAYA SIDO TRASLADADO A DIVERSO CENTRO DE RECLUSIÓN, NO IMPLICA QUE 

EXISTA IMPOSIBILIDAD JURÍDICA PARA ACATAR DICHO FALLO PROTECTOR.  

 

JURISPRUDENCIA. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. UNA VEZ QUE TRANSCURRE LA MITAD DEL 

PLAZO PARA QUE OPERE, LAS ACTUACIONES QUE SE REALICEN EN INVESTIGACIÓN DEL DELITO Y 

DEL DELINCUENTE NO LA INTERRUMPEN (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).  

 

JURISPRUDENCIA. ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA Y DEFENSA ADECUADA. PARA GARANTIZAR 

ESTOS DERECHOS HUMANOS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR UN QUEJOSO 

RECLUIDO EN UN CENTRO DE REINSERCIÓN SOCIAL QUE RECLAMA ACTOS RELATIVOS A LAS 

CONDICIONES DE SU INTERNAMIENTO, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE DISPONER LAS MEDIDAS 

NECESARIAS PARA QUE SEA DEBIDAMENTE REPRESENTADO Y ASESORADO POR UN PROFESIONAL 

DEL DERECHO, INCLUSO CON LA DESIGNACIÓN DE UN ASESOR JURÍDICO.  

 

TESIS AISLADA. REPARACIÓN DEL DAÑO. CONDENAR AL IMPUTADO A SU PAGO POR LA COMISIÓN DE 

UN DELITO, CUANDO EXISTE SENTENCIA EJECUTORIA CIVIL POR LOS MISMOS HECHOS QUE TAMBIÉN 

LO CONDENA POR DICHO CONCEPTO, VULNERA EL PRINCIPIO DE NON BIS IN IDEM.  

 

 

 

 

 

 

 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 

 

 

 

 

 

Propiedad Intelectual 
 

TESIS AISLADA. USO ININTERRUMPIDO DE UNA MARCA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE 
LA PROPIEDAD INDUSTRIAL NO ES VIOLATORIO DE LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD 
JURÍDICA POR NO DEFINIR EL TÉRMINO "USO ININTERRUMPIDO", CUYO OBJETO Y ALCANCES, COMO 
CARGA PROBATORIA DE QUIEN PIDE LA NULIDAD DE UN REGISTRO MARCARIO, PUEDEN 
DESPRENDERSE DE UNA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA Y TELEOLÓGICA DE LA LEY.  
 
 
 

Fiscal 
 
JURISPRUDENCIA. IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA. LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS 
EN LOS QUE SE HAGA VALER LA VIOLACIÓN A DICHOS PRINCIPIOS, SON INOPERANTES SI NO SE 
PROPORCIONA UN TÉRMINO DE COMPARACIÓN IDÓNEO PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA 
IMPUGNADA OTORGA UN TRATO DIFERENCIADO.  
 
JURISPRUDENCIA. REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, POR CUANTO AL 
REQUISITO DE QUE EN LA SENTENCIA RECURRIDA EXISTA UN PRONUNCIAMIENTO DE FONDO, DEBE 
CONSIDERARSE QUE SE PRODUCE CUANDO SE DETERMINA EN TAL FALLO EL DERECHO AL 
ACREDITAMIENTO DE UN TRIBUTO.  
 
JURISPRUDENCIA. RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, 
ASÍ COMO LOS GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE EL DERECHO 
A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014).  
 
TESIS AISLADA. RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, 
ASÍ COMO LOS GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014).  
 
TESIS AISLADA. RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE 
ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, 
ASÍ COMO LOS GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE LOS 
PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD JURÍDICA Y DE RAZONABILIDAD LEGISLATIVA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DE 2014).  
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TESIS AISLADA. DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. ES ILEGAL NEGARLA ADUCIENDO QUE LA 
SUMA PAGADA INDEBIDAMENTE FUE ANTES DEDUCIDA POR EL CONTRIBUYENTE Y/O QUE POR ELLO 
LE REPRESENTARÍA UN DOBLE BENEFICIO.  
 
TESIS AISLADA. DEDUCCIÓN DE LOS PAGOS POR SERVICIOS DE ENSEÑANZA CORRESPONDIENTE A 
LOS TIPOS DE EDUCACIÓN BÁSICO Y MEDIO SUPERIOR A QUE SE REFIERE LA LEY GENERAL DE 
EDUCACIÓN. PARA QUE PROCEDA DEBEN CUMPLIRSE LOS REQUISITOS QUE AL EFECTO PREVÉN LOS 
ARTÍCULOS 1.8 Y 1.9 DEL DECRETO QUE COMPILA DIVERSOS BENEFICIOS FISCALES Y ESTABLECE 
MEDIDAS DE SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 26 DE DICIEMBRE DE 2013, A FIN DE ACREDITAR QUE LAS EROGACIONES LAS 
REALIZÓ EL CONTRIBUYENTE QUE PRETENDE AQUÉLLA.  
 
TESIS AISLADA. INICIO DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE 
OPERACIONES. PROCEDE EL JUICIO DE NULIDAD EN SU CONTRA DADA LA AFECTACIÓN JURÍDICA 
QUE SU PUBLICIDAD ACARREA.  
 
TESIS AISLADA. INFORMACIÓN CONTENIDA EN PÁGINAS DE INTERNET. SU VALOR PROBATORIO EN 
EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL.  
 
 

Derecho Privado de Empresa 
 
TESIS AISLADA. REPARACIÓN DEL DAÑO. CONDENAR AL IMPUTADO A SU PAGO POR LA COMISIÓN DE 

UN DELITO, CUANDO EXISTE SENTENCIA EJECUTORIA CIVIL POR LOS MISMOS HECHOS QUE TAMBIÉN 

LO CONDENA POR DICHO CONCEPTO, VULNERA EL PRINCIPIO DE NON BIS IN IDEM.  

 
 

Seguridad Social 
 
JURISPRUDENCIA. CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. EL ARTÍCULO 899-C DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO A LA JUSTICIA 
Y A LA SEGURIDAD SOCIAL.  
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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017006  

Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XXII. J/17 A (10a.)  

 
ESTACIONAMIENTOS VINCULADOS A ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES O DE SERVICIOS. PROCEDE 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL ARTÍCULO 32 DEL 
REGLAMENTO DE ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS DE RECEPCIÓN Y DEPÓSITO DE VEHÍCULOS DEL 
MUNICIPIO DE QUERÉTARO, AL NO AFECTAR AL INTERÉS SOCIAL, NI CONTRAVENIR DISPOSICIONES 
DE ORDEN PÚBLICO. Conforme a la fracción II del artículo 128 de la Ley de Amparo, no puede 
concederse la suspensión del acto reclamado cuando con esa medida se siga perjuicio al interés social 
o se contravengan disposiciones de orden público. Ahora bien, el interés social puede considerarse en 
dos aspectos: a) el de lograr la inmediata aplicación de la ley para alcanzar los fines y/o beneficios que 
con ella pretenden lograrse; y, b) que se impida que una ley que se acusa de ser inconstitucional, genere 
en perjuicio del quejoso en el juicio de amparo, consecuencias que pueden conducir a dejar sin materia 
ese procedimiento constitucional o causar al quejoso perjuicios que sean de difícil o imposible 
reparación. Consecuentemente, procede conceder la suspensión en el amparo promovido contra el 
artículo 32 del Reglamento de Estacionamientos y Servicios de Recepción y Depósito de Vehículos del 
Municipio de Querétaro, toda vez que de su exposición de motivos, se advierte que los beneficios que 
pretenden lograrse con la medida correspondiente, son garantizar espacios públicos para 
transeúntes, mejorar las condiciones de tránsito, y los espacios de estacionamiento en la vía pública, 
ser un mecanismo de convivencia social, garantizar la planeación urbana y el ordenamiento territorial, 
impulsar el consumo en establecimientos comerciales, proteger la economía de los usuarios de 
estacionamientos, ser un instrumento de acceso a servicios de movilidad y fortalecer el sano flujo 
vehicular, de donde resulta evidente que los beneficios de mérito, dada su naturaleza que tiende a 
beneficiar las vialidades, tanto por lo que ve a espacios públicos para transeúntes, como el flujo 
vehicular, la convivencia social, la planeación urbana y ordenamiento territorial, así como el consumo 
en establecimientos comerciales, no se van a lograr con la sola aplicación del precepto 
correspondiente, al no ser una consecuencia directa de su vigencia. Por lo que corresponde a la 
contravención de disposiciones de orden público, cabe considerar que no se aprecia la existencia de 
alguna de ese tipo que resulte ser contravenida, por el contrario, existe la regulación normativa, 
constitucional y legalmente aprobada, que permite otorgar la suspensión en estos supuestos.  
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Por lo anterior, lo dispuesto por ese precepto no es obstáculo para conceder la suspensión de los 
efectos que corresponden a la vigencia de ese artículo en la medida en que con esa suspensión no se 
priva directamente a la colectividad de algún beneficio, ni se le infiere daño alguno, así como tampoco 
se aprecia la existencia de una razón diversa que conduzca a impedir el otorgamiento de la medida; por 
el contrario, negar la suspensión positivamente atenta contra el interés social en la medida en que este  
interés también tiene como finalidad impedir la afectación innecesaria al quejoso en el juicio de 
amparo, por la ejecución del acto reclamado, finalidad que resulta ser un obstáculo para negarla ya que 
con esa negativa se generan perjuicios de imposible reparación al quejoso, pues aun cuando le sea 
concedida la protección constitucional, no podrá recuperar el importe no cobrado por la prestación del 
servicio que legalmente otorga. 
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 6/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil, el Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo, y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa, todos del Vigésimo Segundo Circuito. 24 de abril de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Magistrados Alma Rosa Díaz Mora, Jorge Mario Montellano Díaz, Gerardo Martínez Carrillo y Gildardo 
Galinzoga Esparza. Disidente: Mario Alberto Adame Nava. Ponente: Jorge Mario Montellano Díaz. 
Secretaria: Blanca Alicia Lugo Pérez. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017034  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: XXVII.1o.5 A (10a.)  

 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMAR LA 
INDEMNIZACIÓN POR SU ACTIVIDAD IRREGULAR, SE INTERRUMPE CON LA IMPUGNACIÓN DE LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE PRODUJERON LOS DAÑOS PATRIMONIALES, CONFORME AL 
ARTÍCULO 25 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ANTE LA INEXISTENCIA DE UNA LEY LOCAL. El artículo 
109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el derecho a reclamar 
responsabilidad patrimonial al Estado, por los daños que con motivo de su actividad administrativa 
irregular cause a los particulares. Por su parte, el artículo 25 de la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado prevé que los plazos de prescripción del derecho para reclamar la 
indemnización, se interrumpirán al iniciarse el procedimiento en que se impugne la legalidad de los 
actos administrativos que probablemente produjeron los daños o perjuicios. Al respecto, se sostiene 
que, ante la inexistencia de una ley local, la interrupción a que alude el artículo 25 señalado se origina 
tanto por la reclamación directa de la responsabilidad, como por las acciones e impugnaciones de 
legalidad de los actos administrativos que produjeron los daños, por ejemplo, cuando se presenta una 
denuncia o querella ante la Fiscalía del Estado, por el proceder de elementos policiacos, sin mayor 
razón, ni con la pretensión de realizar investigaciones de conductas delictivas, aun cuando se 
reconozca que este tipo de responsabilidad no puede surgir con motivo de la investigación de delitos. 
Esta interpretación extensiva se origina de la pasividad del legislador del Estado de Quintana Roo, de 
regular en este aspecto; de otra forma, se anularía el derecho generado con la reforma referida, a 
pesar del mandato expreso contenido en el artículo único transitorio del Decreto de catorce de junio de 
dos mil dos, por el que se estableció que las entidades federativas y los Municipios deben expedir las 
leyes o realizar las modificaciones necesarias para establecer el derecho a la indemnización por la 
responsabilidad patrimonial del Estado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 212/2017. Conrado López García. 8 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gerardo Dávila Gaona. Secretaria: Karla Luz Eduwiges Luna Rodríguez. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017022  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XLIV/2018 (10a.)  

 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES. CON INDEPENDENCIA DE 
SU DENOMINACIÓN EN SU TRAMITACIÓN DEBE RESPETARSE EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. En 
diversos criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se ha sostenido que por procedimiento 
administrativo se entiende a aquella secuencia de actos realizados en sede administrativa, 
concatenados entre sí y ordenados a la consecución de un fin determinado, y que tienen tal carácter los 
actos: i) instaurados en forma unilateral por la autoridad administrativa para verificar el cumplimiento 
de los particulares a disposiciones de índole administrativa, en los que se le da al afectado la 
oportunidad de comparecer, rendir pruebas y alegar; ii) que se sustancian a solicitud de parte 
interesada para la obtención de licencias, autorizaciones, permisos, concesiones, etcétera; y, iii) que 
importan cuestión entre partes sujeta a la decisión materialmente jurisdiccional de la autoridad 
administrativa, estos últimos también llamados "procedimientos administrativos seguidos en forma 
de juicio". Ahora bien, con independencia de la denominación o finalidad que las leyes les otorguen, se 
tiene el principio general de que en todo procedimiento administrativo debe respetarse el derecho de 
audiencia previo al dictado de la resolución con la que éste concluya, lo que ocurre cuando el probable 
afectado tiene oportunidad de comparecer para rendir pruebas y alegar en su favor en un plazo 
razonable, a fin de no quedar en estado de indefensión; esto aun cuando la norma correspondiente no 
aluda expresamente a etapas de notificación, ofrecimiento y desahogo de pruebas, alegatos y dictado 
de resolución. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 317/2018. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León. 
 
Amparo directo en revisión 5693/2017. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017009  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.110 A (10a.)  

 
INFORMACIÓN CONTENIDA EN PÁGINAS DE INTERNET. SU VALOR PROBATORIO EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. De la interpretación de los artículos 88, 197, 210-A y 217 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, así como 46 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, se colige que los datos publicados en documentos o páginas situadas en 
redes informáticas constituyen, presumiblemente y, salvo prueba en contrario, un hecho notorio, por 
formar parte del conocimiento general, y un elemento de prueba, en tanto cumplan las exigencias de 
dichos preceptos, las cuales deben considerarse cuando haya objeciones respecto a aspectos 
puntuales y como referente para valorar su fuerza probatoria. Por tanto, la información contenida en 
una página de Internet puede tomarse como prueba plena, cuando haya sido ofrecida en el juicio 
contencioso administrativo federal, o bien, invocada como hecho notorio. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 200/2017. The Institute of Electrical and Electronics Engineers, Inc. 22 de febrero de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Luis Alberto Martínez 
Pérez. 
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Ambiental 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016999  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A.70 A (10a.)  

 
DERRAMES DE HIDROCARBUROS POR TOMAS CLANDESTINAS. LA LEY GENERAL PARA LA 
PREVENCIÓN Y GESTIÓN INTEGRAL DE LOS RESIDUOS RESULTA APLICABLE A LA MATERIA 
AMBIENTAL Y, DE MANERA ESPECIAL, A LAS ACTIVIDADES RIESGOSAS Y MATERIALES PELIGROSOS, 
COMO LO ES LA GASOLINA. Si bien el título de la ley en cita se refiere a los residuos, no son éstos el 
único objeto de regulación en la misma, pues también están regulados los materiales peligrosos y, en 
general, las actividades riesgosas que supongan manejo de sustancias que puedan generar daños al 
medio ambiente, como se destaca en su artículo 1, fracción X. En ese entendido, la ley en comento 
resulta aplicable a las actividades relacionadas con los hidrocarburos, pues en éstas no sólo es 
susceptible la generación de residuos, sino que constituyen, en esencia, manejo de materiales 
peligrosos de aquellos cuya liberación al medio ambiente tiene por objeto prevenir y regular dicha ley. 
Máxime que la única materia expresamente excluida de su ámbito de aplicación es la relativa a 
residuos radiactivos, además de que el citado ordenamiento dispone las medidas de caracterización y 
remediación de sitios contaminados no sólo por residuos, sino por materiales peligrosos. Ahora bien, 
la gasolina tiene, ciertamente, el carácter de un material peligroso, sobre todo por su índice de 
inflamabilidad, y así es reconocido internacionalmente según la clasificación que le corresponde en el 
registro de materiales peligrosos 1203 del sistema de la Organización de las Naciones Unidas. 
Clasificación que se refleja en el ordenamiento jurídico mexicano, de conformidad con el artículo 146 
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y con el numeral 2 del 
Reglamento para el Transporte Terrestre de Materiales y Residuos Peligrosos. A ello se suma que la 
Norma Oficial Mexicana NOM-018-STPS-2000, Sistema para la identificación y comunicación de 
peligros y riesgos por sustancias químicas peligrosas en los centros de trabajo, incluye a la gasolina en 
su guía de referencia, precisamente en atención al nivel de riesgo –(3) para inflamabilidad y (1) para la 
salud– que le corresponde a dicha sustancia. En virtud de todo lo anterior, se colige la aplicabilidad de 
la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos a los casos de derrame del 
hidrocarburo por tomas clandestinas. Más aún, cabe precisar, en estos casos no sólo corresponde a la 
gasolina la característica de ser un material peligroso, sino incluso de un residuo, pues de conformidad 
con dicho ordenamiento legal, puede entenderse que el material objeto del derrame puede calificarse 
como tal, ya que representa una sustancia que debe ser gestionada de manera integral para prevenir 
que, quedándose impregnada en el suelo, cause afectaciones al medio ambiente y a la salud, amén de 
que, de ser recuperable, pudiera llegar a tener un ulterior uso. 
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DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 474/2016. Pemex Refinación (ahora Pemex Logística). 24 de agosto de 2017. Mayoría de 
votos. Disidente: Armando Cruz Espinosa. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretaria: 
Jeannette Velázquez de la Paz. 
 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo directo 474/2016 y el voto particular del 
Magistrado Armando Cruz Espinosa, aparecen publicados en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 2018, páginas 1994 y 2062, respectivamente. 
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Constitucional y Amparo 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017036  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 56 /2018 (10a.)  

 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DICHO RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN EN 
LA QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SE DECLARA INCOMPETENTE O DECLINA SU 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA EN LA QUE SE PLANTEA LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL. Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley de Amparo, así como 10, 
fracción III y 21, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la procedencia del 
recurso de revisión contra sentencias dictadas en juicios de amparo directo, está condicionada a que 
en éstas se decida sobre la constitucionalidad de normas generales o se establezca la interpretación 
directa de un precepto de la Constitución, o bien, se omita su estudio cuando se hubieren planteado en 
la demanda, siempre que el problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio de 
importancia y trascendencia. En ese sentido, cuando el Tribunal Colegiado de Circuito se declara 
incompetente o declina su competencia para conocer de la demanda de amparo en la que se plantea la 
inconstitucionalidad de una norma de carácter general, no se surte el primero de los requisitos, porque 
con dicha determinación el órgano jurisdiccional no resuelve el juicio ni decide sobre la 
constitucionalidad de la norma o sobre la interpretación directa de algún precepto constitucional, ni 
puede considerarse omitido el estudio de tales cuestiones. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 412/2014. Dynámica Desarrollos Sustentables, S.A. de C.V. 2 de abril de 
2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: 
Amalia Tecona Silva. 
 
Recurso de reclamación 37/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Sonora. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
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Recurso de reclamación 49/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Sonora. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Recurso de reclamación 276/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado de Sonora. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Alfredo Villeda Ayala. 
 
Recurso de reclamación 421/2018. Georgina Valdez Morales. 9 de mayo de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Alberto Rodríguez García. 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017038  

Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.III.A. J/48 A (10a.)  

 
REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, POR CUANTO AL REQUISITO DE QUE EN 
LA SENTENCIA RECURRIDA EXISTA UN PRONUNCIAMIENTO DE FONDO, DEBE CONSIDERARSE QUE 
SE PRODUCE CUANDO SE DETERMINA EN TAL FALLO EL DERECHO AL ACREDITAMIENTO DE UN 
TRIBUTO. Para elucidar la procedencia de la revisión fiscal, de acuerdo a diversas jurisprudencias que 
sobre el tema ha emitido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe 
estudiarse, primero, si se trata de un vicio formal o de fondo. Este último se configura cuando en la 
sentencia recurrida se determina el derecho del acreditamiento de un impuesto, en tanto que es un 
aspecto del acto impugnado que constituye su premisa esencial, es decir, se trata de un elemento de la 
litis que incide en la materia de la resolución combatida; aunado a que implica, precisamente, la 
declaración del derecho tal acreditamiento, dado que la causal de  
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anulación correspondiente, se relaciona directamente con la indebida, y no insuficiente, 
fundamentación y motivación del acto impugnado. Esto es, tal estudio impacta directamente sobre el 
derecho sustantivo del acreditamiento, el cual, por tanto, le genera al contribuyente esa prerrogativa 
elemental que, en consecuencia, hace procedente el recurso de revisión fiscal, en cuanto al requisito 
de que la sentencia recurrida contenga tal pronunciamiento de fondo. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 16/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto y Séptimo, 
ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. Mayoría de seis votos de 
los Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera Gamboa, Filemón Haro Solís, Elías H. Banda 
Aguilar, Marcos García José y Óscar Naranjo Ahumada. Disidente: Juan Manuel Rochín Guevara. 
Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez Núñez.  
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Registro: 2017037  

Instancia: Plenos de Circuito  
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Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.III.A. J/47 A (10a.)  

 
REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, DEBE ATENDERSE EN PRIMER ORDEN Y 
PREPONDERANTEMENTE, SI SE TRATA DE UN VICIO DE FONDO, PARA LO CUAL NO DEBEN 
CONSIDERARSE LOS EFECTOS QUE LA SALA IMPRIMA A SU SENTENCIA, SINO EXCLUSIVAMENTE A 
LA EXISTENCIA DE VIOLACIONES DE FONDO, O EN SU CASO DE FORMA. Para elucidar la procedencia 
de la revisión fiscal, de acuerdo a diversas jurisprudencias que sobre el tema ha emitido la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe estudiarse, primero, si se trata de un vicio 
formal o de fondo. De actualizarse este último, entonces ha menester verificar que se configure, 
además, alguno de los otros presupuestos materiales a que alude el artículo 63 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, para que sea procedente el recurso. Ahora bien, de 
conformidad con la jurisprudencia 2a./J. 58/2016 (10a.) acuñada por la propia Segunda Sala, de rubro: 
"REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE ESE RECURSO CONTRA SENTENCIAS QUE, POR VIRTUD DE 
UNA DECLARACIÓN DE NULIDAD POR ASPECTOS FORMALES, ORDENEN LA DEVOLUCIÓN DE 
MERCANCÍAS AFECTAS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA CON 
EMBARGO.", lo determinante para colmar con el primero de los requisitos de procedencia, es que los 
motivos o razones de la nulidad, sean de fondo, sin que al respecto puedan analizarse los efectos que 
al respecto se plasman en la sentencia recurrida, puesto que estos últimos no constituyen la materia 
de fondo del asunto, como es el caso en que se establezca que la Sala no contaba con los elementos 
necesarios para pronunciarse sobre el derecho subjetivo, cuestión que está relacionada con dichos 
efectos de la nulidad y no con sus motivos. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 16/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto y Séptimo, 
ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. Mayoría de seis votos de 
los Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera Gamboa, Filemón Haro Solís, Elías H. Banda 
Aguilar, Marcos García José y Óscar Naranjo Ahumada. Disidente: Juan Manuel Rochín Guevara. 
Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez Núñez.  
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IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA. LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS EN LOS QUE SE 
HAGA VALER LA VIOLACIÓN A DICHOS PRINCIPIOS, SON INOPERANTES SI NO SE PROPORCIONA UN 
TÉRMINO DE COMPARACIÓN IDÓNEO PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA IMPUGNADA OTORGA UN 
TRATO DIFERENCIADO. Para llevar a cabo un juicio de igualdad o equidad tributaria es necesario contar 
con un punto de comparación, es decir, con algún parámetro que permita medir a las personas, objetos 
o magnitudes entre las cuales se afirma existe un trato desigual, en razón de que el derecho a la 
igualdad es fundamentalmente instrumental y siempre se predica respecto de algo. En ese sentido, la 
carga argumentativa de proponer el término de comparación implica que sea idóneo, pues debe 
permitir que efectivamente se advierta la existencia de algún aspecto homologable, semejante o 
análogo entre los elementos comparados. Así, de no proporcionarse el punto de comparación para 
medir un trato disímil o que éste no sea idóneo, el concepto de violación o agravio en el que se haga 
valer la violación al principio de igualdad o equidad tributaria deviene en inoperante. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
Amparo en revisión 403/2017. Servicios Integrales Merza, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez. 
Amparo directo en revisión 4687/2017. Volkswagen de México, S.A. de C.V. 18 de abril de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en 
su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 
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ESTACIONAMIENTOS VINCULADOS A ESTABLECIMIENTOS COMERCIALES O DE SERVICIOS. PROCEDE 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN EN EL AMPARO PROMOVIDO CONTRA EL ARTÍCULO 32 DEL 
REGLAMENTO DE ESTACIONAMIENTOS Y SERVICIOS DE RECEPCIÓN Y DEPÓSITO DE VEHÍCULOS DEL 
MUNICIPIO DE QUERÉTARO, AL NO AFECTAR AL INTERÉS SOCIAL, NI CONTRAVENIR DISPOSICIONES 
DE ORDEN PÚBLICO. Conforme a la fracción II del artículo 128 de la Ley de Amparo, no puede 
concederse la suspensión del acto reclamado cuando con esa medida se siga perjuicio al interés social 
o se contravengan disposiciones de orden público. Ahora bien, el interés social puede considerarse en 
dos aspectos: a) el de lograr la inmediata aplicación de la ley para alcanzar los fines y/o beneficios que 
con ella pretenden lograrse; y, b) que se impida que una ley que se acusa de ser inconstitucional, genere 
en perjuicio del quejoso en el juicio de amparo, consecuencias que pueden conducir a dejar sin materia 
ese procedimiento constitucional o causar al quejoso perjuicios que sean de difícil o imposible 
reparación. Consecuentemente, procede conceder la suspensión en el amparo promovido contra el 
artículo 32 del Reglamento de Estacionamientos y Servicios de Recepción y Depósito de Vehículos del 
Municipio de Querétaro, toda vez que de su exposición de motivos, se advierte que los beneficios que 
pretenden lograrse con la medida correspondiente, son garantizar espacios públicos para 
transeúntes, mejorar las condiciones de tránsito, y los espacios de estacionamiento en la vía pública, 
ser un mecanismo de convivencia social, garantizar la planeación urbana y el ordenamiento territorial, 
impulsar el consumo en establecimientos comerciales, proteger la economía de los usuarios de 
estacionamientos, ser un instrumento de acceso a servicios de movilidad y fortalecer el sano flujo 
vehicular, de donde resulta evidente que los beneficios de mérito, dada su naturaleza que tiende a 
beneficiar las vialidades, tanto por lo que ve a espacios públicos para transeúntes, como el flujo 
vehicular, la convivencia social, la planeación urbana y ordenamiento territorial, así como el consumo 
en establecimientos comerciales, no se van a lograr con la sola aplicación del precepto 
correspondiente, al no ser una consecuencia directa de su vigencia. Por lo que corresponde a la 
contravención de disposiciones de orden público, cabe considerar que no se aprecia la existencia de 
alguna de ese tipo que resulte ser contravenida, por el contrario, existe la regulación normativa, 
constitucional y legalmente aprobada, que permite otorgar la suspensión en estos supuestos. Por lo 
anterior, lo dispuesto por ese precepto no es obstáculo para conceder la suspensión de los efectos que 
corresponden a la vigencia de ese artículo en la medida en que con esa suspensión no se priva 
directamente a la colectividad de algún beneficio, ni se le infiere daño alguno, así como tampoco se 
aprecia la existencia de una razón diversa que conduzca a impedir el otorgamiento de la medida; por el 
contrario, negar la suspensión positivamente atenta contra el interés social en la medida en que este 
interés también tiene como finalidad impedir la afectación innecesaria al quejoso en el juicio de 
amparo, por la ejecución del acto reclamado,  
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finalidad que resulta ser un obstáculo para negarla ya que con esa negativa se generan perjuicios de 
imposible reparación al quejoso, pues aun cuando le sea concedida la protección constitucional, no 
podrá recuperar el importe no cobrado por la prestación del servicio que legalmente otorga. 
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 6/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y Civil, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil, el Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo, y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa, todos del Vigésimo Segundo Circuito. 24 de abril de 2018. Mayoría de cuatro votos de los 
Magistrados Alma Rosa Díaz Mora, Jorge Mario Montellano Díaz, Gerardo Martínez Carrillo y Gildardo 
Galinzoga Esparza. Disidente: Mario Alberto Adame Nava. Ponente: Jorge Mario Montellano Díaz. 
Secretaria: Blanca Alicia Lugo Pérez. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA 
PROTECCIÓN DE LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). El requisito formal establecido 
en el precepto citado, relativo a que los pagos por honorarios médicos y dentales, así como de los 
gastos hospitalarios se realicen a través de determinados medios, no transgrede el derecho a la 
protección de la salud reconocido por el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues dichos servicios son accesibles y se encuentran al alcance de todos los gobernados, 
al margen de que los pagos y gastos respectivos deban cumplir ciertos requisitos para efectos de su 
deducibilidad en el ámbito fiscal. Ello es así, porque el derecho a la deducción de los pagos por 
honorarios médicos y dentales, así como de los gastos hospitalarios,  
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no es inherente a las personas físicas por el solo hecho de serlo, sino que adquiere relevancia cuando 
los gobernados, en su carácter de contribuyentes, quieran ejercerlo. Así, el hecho de establecer 
requisitos formales para ejercer el derecho a la deducción, no implica desconocer la condición de ser 
humano de las personas físicas en su carácter de contribuyentes, ni representa una limitación a la 
protección del derecho a la salud, ya que tanto el Estado como los particulares no se encuentran 
imposibilitados para brindar los servicios de calidad respectivos, siendo una cuestión independiente 
que los gastos que se generen, para efectos de su deducción en el ámbito fiscal, tienen que cumplir con 
las previsiones formales establecidas en el artículo 151, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Amparo en revisión 972/2017. Elizabeth Rosas Domínguez. 7 de febrero de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Amparo en revisión 965/2017. Teresa Anzarut Shamosh. 24 de enero de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). De la exposición de motivos de la iniciativa 
presentada por el Ejecutivo Federal en relación con el artículo citado, se advierte que la finalidad 
inmediata constitucionalmente válida buscada con su establecimiento, consiste en prever una medida 
a través de la cual pueda identificarse plenamente la veracidad de las operaciones, así como a las 
personas que efectúen el gasto para determinar si en realidad tienen derecho a ser beneficiarios con 
la deducción correspondiente, al identificar al pagador real de los servicios que se deducen, lo que 
como finalidad mediata, permite no sólo mejorar el esquema de control y fiscalización de deducciones 
personales, sino también evitar actos de evasión y elusión fiscal, además de facilitar el cumplimiento 
de las facultades de la autoridad fiscal. De esa forma, a partir de la finalidad mencionada, inmediata y 
mediata, sí es posible justificar la constitucionalidad del precepto señalado a la luz del examen de 
proporcionalidad, lo que permite advertir el contexto en el cual se genera un beneficio a la sociedad 
pues, por una parte, resulta necesario identificar la veracidad de las operaciones y a las personas que 
las realizan y, por otra, la obligación de efectuar los pagos por honorarios médicos y dentales, así como 
los gastos hospitalarios, no es absoluta ni perjudica desmedidamente a quienes se encuentra dirigida. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD JURÍDICA Y DE RAZONABILIDAD LEGISLATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DE 2014). Del análisis del proceso legislativo del precepto legal mencionado, se advierte que el 
requisito consistente en que la deducibilidad de los honorarios médicos y dentales, así como de los 
gastos hospitalarios procede sólo cuando éstos hayan sido solventados a través de los medios del 
sistema financiero, persigue las siguientes finalidades: a) Identificar plenamente la veracidad de esas 
operaciones, así como a las personas que efectúan el gasto y determinar si en realidad tienen derecho 
a ser beneficiados con la deducción correspondiente; b) Garantizar que las deducciones se apliquen 
únicamente por las personas que efectivamente realizan la erogación y que legalmente tienen derecho 
a efectuarla; y, c) Otorgar a la autoridad fiscal mayor certeza de que los beneficiados de las deducciones 
aludidas son efectivamente los sujetos que se encuentran en los supuestos previstos y que las 
deducciones corresponden exclusivamente a los pagos por los conceptos descritos en la norma 
tributaria. Conforme a lo anterior, el artículo 151, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta no 
transgrede los principios de proporcionalidad jurídica y de razonabilidad legislativa, pues dichas 
finalidades resultan constitucionalmente válidas, toda vez que la imposición del requisito señalado 
abona a que la autoridad hacendaria cuente con elementos suficientes para verificar el correcto 
cumplimiento de las obligaciones fiscales, lo que en última instancia permite constatar la observancia 
del mandato establecido a cargo de los gobernados de contribuir al gasto público previsto en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, además de que el precepto 
legal en estudio cumple con los criterios de ser idóneo y necesario, toda vez que del análisis de las 
disposiciones legales que rigen la utilización de los métodos de pago del sistema financiero, es válido 
concluir que contribuyen al cumplimiento de la finalidad contemplada por el legislador, esto es, 
permitir la identificación de los sujetos que realizan dichas operaciones y constatar su veracidad. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas Alberto Pérez Dayán, en relación con el 
tema de proporcionalidad. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
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REVISIÓN FISCAL. SI DICHO RECURSO LO INTERPONE UN APODERADO LEGAL DE LA COMISIÓN 
FEDERAL DE ELECTRICIDAD, ES IMPROCEDENTE. El recurso de revisión fiscal es un medio de 
impugnación excepcional al alcance de las autoridades para controvertir, entre otros actos, las 
sentencias definitivas emitidas por las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa y, de acuerdo con el párrafo primero del artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, aquéllas deben interponerlo a través de la unidad administrativa 
encargada de su defensa jurídica o por la entidad federativa coordinada en ingresos federales 
correspondiente, incluso, porque el numeral 5o. del propio ordenamiento señala que la representación 
de las autoridades corresponde, precisamente, a las unidades administrativas mencionadas, según lo 
disponga el Ejecutivo Federal en el reglamento o decreto respectivo y, en su caso, conforme lo prevea 
la Ley Federal de las Entidades Paraestatales. En estas condiciones, dichas unidades administrativas 
son las únicas legitimadas para interponer ese medio de impugnación, pues la ley citada no autoriza la 
representación de las autoridades por apoderado o mandatario, ni siquiera cuando su normativa 
interna les permita otorgar, revocar o sustituir poderes. Por tanto, cuando la Comisión Federal de 
Electricidad ocurre a la revisión fiscal por medio de su apoderado legal, esa impugnación debe 
desecharse por improcedente, pues dicho sujeto carece de la legitimación que tiene la unidad 
administrativa encargada de su defensa jurídica, con la cual sí cuentan el abogado general y el 
coordinador de Asuntos Contenciosos, según se advierte de los preceptos 4, apartado C, fracción VI, 20, 
fracción I, 32, fracciones I a III y VII, así como 51, fracciones I a IV, del Estatuto Orgánico de la propia 
empresa. 
 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 

Recurso de reclamación 3/2018. María Soledad García Hernández. 8 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Víctor Manuel Estrada Jungo. Secretario: Edgar Martín Gasca de la Peña. 
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RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 849 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. PROCEDE 
CONTRA LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL PRESIDENTE DE LA JUNTA QUE DECLARA CUMPLIDA LA 
CONDENA DECRETADA EN EL LAUDO Y ORDENA EL ARCHIVO DEL EXPEDIENTE COMO ASUNTO 
CONCLUIDO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 
de tesis 57/2002-SS, definió que la procedencia del recurso de revisión previsto en el artículo 849 de la 
Ley Federal del Trabajo, no puede entenderse restrictiva sólo contra las resoluciones emitidas 
estrictamente para la ejecución del laudo, sino que debe interpretarse de modo extensivo incluso a 
todas aquellas que, aunque no tengan como objetivo directo e inmediato conseguir el cumplimiento del 
laudo, se emitan en o durante la etapa de ejecución, justamente porque fue intención del legislador 
dotar a las partes de un medio ordinario para que soliciten la revisión de los actos del Presidente en 
ejecución de los laudos, a fin de que pueda enmendarse cualquier error de procedimiento o de fondo. 
Bajo esa premisa, la resolución dictada por el Presidente de una Junta de Conciliación y Arbitraje que 
declara cumplida la condena decretada en el laudo y ordena el archivo del expediente como asunto 
concluido, constituye un acto dictado en la etapa de ejecución, precisamente porque con ese acto el 
Presidente ejecutor verifica la satisfacción de las obligaciones impuestas en el laudo, declarando su 
cumplimiento y, en consecuencia, ordenando el archivo del asunto; sin que sea obstáculo que con ese 
acto concluya la fase de ejecución, pues esa sola circunstancia no indica que esté fuera de esa etapa; al 
contrario, tan forma parte de ella que la finaliza. En consecuencia, contra la resolución referida 
procede el recurso de revisión y debe agotarse previo a la promoción del juicio de amparo indirecto, a 
fin de satisfacer el principio de definitividad, conforme al artículo 61, fracción XVIII, de la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 50/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero del Cuarto 
Circuito y Décimo Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 11 de abril de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017027  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Laboral)  
Tesis: V.3o.P.A. J/10 (10a.)  

 
RECTIFICACIÓN DE LAS PENSIONES OTORGADAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE SONORA. LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 
REFERIDA NO PUEDE CONDICIONARSE AL ENTERO CORRECTO DE LAS CUOTAS RELATIVAS. Los 
artículos 15, 16, inciso A), 18, fracción I, 21, segundo párrafo, inciso A), 68, segundo párrafo y 73 de la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora, así como 
cuarto transitorio del decreto por el que se reformó ese ordenamiento, publicado en el Boletín Oficial 
del Estado el 29 de junio de 2005, establecen las obligaciones inherentes al instituto asegurador, 
concernientes a la determinación del monto de una pensión, en relación con el sueldo del trabajador y 
las aportaciones conducentes; de ahí que contienen el correlativo derecho del pensionado a exigir su 
exacto cumplimiento, por ser el principal interesado en el otorgamiento a su favor de la pensión 
correcta, pues de ese acto dependerá su subsistencia una vez concluida su vida laboral. Así, dichos 
preceptos sustentan la acción de rectificación de las pensiones otorgadas por el organismo 
mencionado cuando, a criterio del pensionado, éstas se determinaron de manera incorrecta o 
contraria a la ley, verbigracia, porque: el patrón omitió enterar las cuotas de seguridad social respecto 
de la totalidad de los conceptos que integraban su sueldo básico integrado, o el instituto asegurador 
estableció de forma inexacta el sueldo regulador ponderado. En ese sentido, el derecho a demandar la 
rectificación de una pensión no puede desconocerse, con base en el argumento relativo a que ante la 
entidad aseguradora el trabajador cotizó, por concepto de pensiones y jubilaciones, de manera distinta 
a la que realmente correspondía, porque los artículos invocados, que regulan lo relativo al tema, no 
limitan la procedencia de la rectificación del monto de la pensión otorgada a que su quántum 
corresponda al salario que el demandante considera debió establecerse para su otorgamiento, 
máxime que el descuento de la cuota atinente a la aportación por concepto de pensiones a la que está 
obligado el trabajador, por disposición del artículo 18 aludido, debe ser descontada por el Estado. Por 
tanto, la procedencia de la acción referida no puede condicionarse al cumplimiento de una obligación 
ajena al trabajador, como lo es el entero correcto de las cuotas relativas. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 284/2017. 8 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz Munguía Ventura, 
secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 40, fracción V, del Acuerdo General 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y  
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funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 
generales. Secretario: Manuel Horacio Vega Montiel.  
 
Amparo directo 304/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Alba Lorenia Galaviz 
Ramírez. Secretaria: Claudia Yuridia Camarillo Medrano.  
 
Amparo directo 286/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz Munguía 
Ventura, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 40, fracción V, del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 
generales. Secretario: Roberto Carlos Arrenquín Pineda.  
 
Amparo directo 344/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz Munguía 
Ventura, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 40, fracción V, del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 
generales. Secretario: Manuel Horacio Vega Montiel.  
 
Amparo directo 360/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Beatriz Munguía 
Ventura, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 40, fracción V, del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 
generales. Secretario: Manuel Horacio Vega Montiel. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017043  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.159 L (10a.)  

 
TRABAJADORES PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL SEGURO SOCIAL DEROGADA QUE 
REINGRESAN A LABORAR. TIENEN DERECHO A LA DEVOLUCIÓN DE LA TOTALIDAD DE LAS 
SUBCUENTAS DEL SISTEMA DE AHORRO PARA EL RETIRO, APORTADAS CONFORME AL NUEVO 
MARCO JURÍDICO EN QUE COTIZARON, SI NO REÚNEN LOS REQUISITOS PARA OBTENER OTRA 
PENSIÓN. Si un trabajador que goza de una pensión conforme a la Ley del Seguro Social derogada, 
cuya consecuencia es, entre otras, que las subcuentas de cesantía, vejez y cuota social y estatal se 
transfieran al Gobierno Federal para su eventual financiamiento, ingresa nuevamente a la actividad 
productiva y a cotizar ante los institutos y organismos correspondientes; al concluir esta nueva fase de 
su vida laboral activa, procede la entrega o devolución del saldo total de la cuenta individual de ahorro 
para el retiro que haya acumulado con motivo del reingreso y haber cotizado conforme a la Ley del 
Seguro Social vigente, siempre que no vaya a ser utilizado para obtener otra pensión, habida cuenta 
que esta ley, en su artículo 154, establece que para gozar, por ejemplo, de las prestaciones del seguro 
de cesantía se requiere, además de contar con 60 años o más de edad, que el asegurado tenga 
reconocidas un mínimo de 1,250 cotizaciones semanales ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y, 
de no reunirlas, la ley autoriza 2 opciones: a) el retiro del saldo de su cuenta individual en una sola 
exhibición; o, b) seguir cotizando hasta cubrir las semanas necesarias para que opere su pensión. Así, 
cuando opte por la primera hipótesis, el trabajador tendrá derecho a que la Afore le devuelva y 
entregue el saldo total acumulado, que incluye las subcuentas de cesantía, vejez, cuota social y estatal, 
sin que pueda negarse a hacerlo alegando que los recursos deben enviarse al Gobierno Federal, pues 
no pueden ni deben servir para refaccionar la pensión de que ya gozaba el trabajador con base en la 
normativa anterior, en atención a que el financiamiento de esta última es distinto, y el régimen 
pensionario derivado de la Ley del Seguro Social derogada no debe confundirse con el que proviene de 
la legislación vigente, máxime si se considera que las pensiones del nuevo régimen son financiadas con 
todos los recursos que los trabajadores acumularon durante su vida laboral en su cuenta individual y, 
por tanto, se encuentran exclusivamente a cargo de los propios asegurados por conducto de su 
administradora de fondos para el retiro. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 367/2017. Mauricio Delfín Reyes. 14 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 
 
Amparo directo 538/2017. Josefina Blanca Jácome Martínez. 23 de marzo de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo Alvarado. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017029  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Laboral)  
Tesis: III.4o.T.44 L (10a.)  

 
REINSTALACIÓN. SUS CONSECUENCIAS RESPECTO DE LA ANTIGÜEDAD GENÉRICA. Acorde con lo 
señalado por la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de 
jurisprudencia de rubro: "SALARIOS CAÍDOS, MONTO DE LOS, EN CASO DE INCREMENTOS 
SALARIALES DURANTE EL JUICIO.", e invocada por la Segunda Sala al resolver la contradicción de 
tesis 7/99, de la que derivó la tesis de jurisprudencia 2a./J. 37/2000, de rubro: "SALARIOS CAÍDOS EN 
CASO DE REINSTALACIÓN. DEBEN PAGARSE CON EL SALARIO QUE CORRESPONDE A LA CUOTA 
DIARIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 82 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO MÁS TODAS LAS 
PRESTACIONES QUE EL TRABAJADOR VENÍA PERCIBIENDO DE MANERA ORDINARIA DE SU 
PATRÓN.", se concluye que el derecho a la reinstalación de un trabajador, cuando es despedido de su 
empleo, no sólo debe ser física, sino jurídica, lo que implica el restablecimiento del actor en el ejercicio 
de los derechos que ordinariamente le correspondían con motivo de la prestación de sus servicios; de 
ahí que deba comprender tanto los derechos de que ya disfrutaba antes del despido y aquellos que 
debió adquirir por la prestación de su trabajo mientras estuvo separado de él, entre los que se 
encuentran el reconocimiento de su antigüedad genérica, pues aun cuando existe la interrupción de la 
relación de trabajo, con motivo de la reinstalación, ello equivale a la continuidad del vínculo laboral, 
como si éste no se hubiere interrumpido. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1071/2016. Fernando Constantino Selvas Cárdenas. 15 de febrero de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretaria: Edith Ibarra Santoyo. 
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Registro: 2017017  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Laboral)  
Tesis: IV.3o.T.39 L (10a.)  

 
NOMBRE, DENOMINACIÓN O RAZÓN SOCIAL DEL DEMANDADO EN MATERIA LABORAL. CONSTITUYE 
UN PRESUPUESTO DE LA ACCIÓN SIN EL CUAL NO PUEDE PROSPERAR LA DEMANDA RELATIVA, POR 
LO QUE LAS DENOMINACIONES COMERCIALES, LOS NOMBRES ARTÍSTICOS, LOS ALIAS Y OTROS, SI 
BIEN PUDIERAN AYUDAR A IDENTIFICAR EL CENTRO DE TRABAJO, NO CUMPLEN CON AQUELLA 
CARACTERÍSTICA. Ha sido criterio reiterado del Máximo Tribunal que la calidad de patrón debe recaer 
necesariamente en una persona física o moral como sujeto de derechos y obligaciones; por tanto, el 
señalamiento del nombre del demandado es un presupuesto de la acción, sin el cual ésta no puede 
prosperar; lo anterior admite como única excepción lo previsto en el artículo 712 de la Ley Federal del 
Trabajo, cuando ante el desconocimiento del nombre, denominación o razón social del patrón, bastará 
con que se exprese en la demanda el domicilio del centro de trabajo y la actividad a que se dedica el 
patrón. En esa medida, las denominaciones comerciales, los nombres artísticos, los alias y otros, si 
bien pudieran ayudar a identificar el centro de trabajo demandado, lo cierto es que por sí solos no 
cumplen con el presupuesto de la acción, relativo a precisar el nombre, denominación o razón social 
de la demandada. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1103/2017. Carlos Alberto Mejía Lara y otra. 9 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Guillermo Erik Silva González. Secretario: Miguel Ángel Rodríguez González. 
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Mercados Financieros 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2017024  
Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  
Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a. XLV/2018 (10a.)  
 
PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS. EL ARTÍCULO 96 DE LA LEY 
RELATIVA RESPETA LAS FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. El precepto referido 
establece que para poder imponer la multa correspondiente, la Comisión Nacional para la Protección 
y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros deberá oír previamente a la institución financiera 
presuntamente infractora, dentro del plazo que fije la propia Comisión y que no podrá ser inferior a 5 
días hábiles; supuesto en el cual la expresión "deberá oír previamente", involucra los actos de 
notificación y de comparecencia para argumentar y probar a su favor, con lo que claramente se 
respetan las formalidades esenciales que debe tener todo procedimiento administrativo y, con éstas, 
el derecho de audiencia. En otras palabras, si bien la norma no alude a etapas expresas de notificación, 
ofrecimiento y desahogo de pruebas, alegatos y dictado de resolución, ello no equivale a que no existan 
esas formalidades, pues claramente ordena que, para imponer multa, esto es, para dictar resolución 
que contenga sanción, la autoridad deberá oír previamente a la institución financiera presuntamente 
infractora, lo que, como se ha indicado, involucra los actos de notificación y de comparecencia para 
argumentar y probar en defensa propia, los cuales, en su conjunto, implican respetar el derecho de 
audiencia. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 317/2018. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora 
I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León. 
 
Amparo directo en revisión 5693/2017. Banco Nacional de México, S.A., Integrante del Grupo Financiero 
Banamex. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez. 
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Penal 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2017041  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: XIII.P.A. J/4 (10a.)  

 

SENTENCIA DE AMPARO QUE OTORGA LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL QUEJOSO PRIVADO DE 

SU LIBERTAD CONTRA LA FALTA DE ATENCIÓN MÉDICA ADECUADA. EL HECHO DE QUE ÉSTE HAYA 

SIDO TRASLADADO A DIVERSO CENTRO DE RECLUSIÓN, NO IMPLICA QUE EXISTA IMPOSIBILIDAD 

JURÍDICA PARA ACATAR DICHO FALLO PROTECTOR. Conforme al artículo 201, fracción II, de la Ley de 

Amparo, existen dos supuestos de imposibilidad para cumplir una resolución judicial, a saber: jurídica 

y/o material. En este sentido, si el quejoso privado de su libertad es trasladado a diverso centro de 

reclusión para seguir compurgando la pena de prisión impuesta, lo cierto es que ya no se encuentra 

bajo el resguardo de las autoridades penitenciarias señaladas como responsables, por lo que resulta 

materialmente imposible que éstas adopten las medidas indicadas en la sentencia para proporcionarle 

atención médica y, en su caso, suministrarle los medicamentos atinentes; sin embargo, la 

circunstancia anterior no conduce a concluir que existe imposibilidad jurídica para acatar el fallo 

protector, pues el deber impuesto a las autoridades responsables de restituir en el pleno goce de sus 

derechos fundamentales al quejoso privado de su libertad no se extingue por el hecho de que éste haya 

sido trasladado a un centro de reclusión diverso, pues la observancia de tal prerrogativa no depende 

de que el impetrante se encuentre en uno u otro centro de reclusión, por lo que mientras no se 

modifique su estado jurídico como interno en un centro de reclusión (por ejemplo, que quede en 

libertad), cualquier autoridad penitenciaria debe proceder en consecuencia, para realizar los actos 

necesarios encaminados a que se dé cabal cumplimiento a la sentencia amparadora, incluso, aunque 

no haya sido señalada como responsable, como lo prevé el artículo 197 de la propia ley, que faculta al 

Juez Federal para requerir a todas las autoridades que tengan o deban tener intervención, por 

encontrarse vinculadas al cumplimiento de la sentencia. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 

 

Incidente de inejecución de sentencia 6/2017. 5 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: David 

Gustavo León Hernández. Secretaria: Fanny Soledad Lazo Vásquez. 

 

Incidente de inejecución de sentencia 33/2017. 25 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

David Gustavo León Hernández. Secretaria: Reyna Oliva Fuentes López. 
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Incidente de inejecución de sentencia 36/2017. 22 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

Marco Antonio Guzmán González. Secretario: David Rojas Rodríguez 

 

Incidente de inejecución de sentencia 28/2017. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José 

Luis Legorreta Garibay. Secretario: David Jesús Velasco Santiago. 

 

Incidente de inejecución de sentencia 57/2017. 26 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 

Marco Antonio Guzmán González. Secretaria: Alejandra Guadalupe Baños Espínola. 

 

 

 

Época: Décima Época  

Registro: 2017018  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: I.6o.P. J/4 (10a.)  

 

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. UNA VEZ QUE TRANSCURRE LA MITAD DEL PLAZO PARA QUE 

OPERE, LAS ACTUACIONES QUE SE REALICEN EN INVESTIGACIÓN DEL DELITO Y DEL DELINCUENTE 

NO LA INTERRUMPEN (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). La figura de la 

prescripción implica un impedimento a la pretensión punitiva y potestad de ejecutar las penas y 

medidas de seguridad, y para que se actualice basta el simple transcurso del tiempo. De manera que, 

para que opere la prescripción de la acción penal, debe atenderse a la naturaleza del delito con sus 

modalidades y al término medio aritmético de la pena privativa de la libertad que señale la ley para el 

delito de que se trate, sin que en ningún caso sea menor de tres años. Ahora bien, la regla general para 

interrumpir la prescripción es que se practiquen actuaciones por la autoridad ministerial, en 

investigación del delito y del delincuente; sin embargo, esa regla admite la excepción prevista en el 

artículo 111 del Código Penal para el Distrito Federal –hoy Ciudad de México– (abrogado) de similar 

redacción al 115 del actual, según la cual, una vez que haya transcurrido la mitad del plazo necesario 

para la prescripción, atento a la naturaleza del delito, las actuaciones que se realicen en investigación 

del delito y del delincuente, ya no la interrumpen; por tanto, sigue  
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corriendo el término para que opere la prescripción de la pretensión punitiva del Estado, esto es, no 

sólo para la persecución del delito y delincuente por el órgano ministerial, sino también para que el 

Juez imponga la pena correspondiente, pues incluso, la prescripción debe declararse oficiosamente, 

ya sea por el agente del Ministerio Público, o por la autoridad judicial que conozca del caso. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 289/2012. 6 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Lara 

Hernández. Secretario: Julio Rubén Luengas Ramírez. 

 

Amparo directo 188/2017. 9 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Lara 

Hernández. Secretario: Gabriel Casas García. 

 

Amparo directo 189/2017. 9 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Lara 

Hernández. Secretario: Gabriel Casas García. 

 

Amparo directo 168/2017. 24 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: María Elena 

Leguízamo Ferrer. Secretario: Felipe Gilberto Vázquez Pedraza. 

 

Amparo en revisión 162/2017. 24 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Lara 

Hernández. Secretario: Gerardo Flores Zavala. 
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ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA Y DEFENSA ADECUADA. PARA GARANTIZAR ESTOS DERECHOS 

HUMANOS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO POR UN QUEJOSO RECLUIDO EN UN 

CENTRO DE REINSERCIÓN SOCIAL QUE RECLAMA ACTOS RELATIVOS A LAS CONDICIONES DE SU 

INTERNAMIENTO, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE DISPONER LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE SEA 

DEBIDAMENTE REPRESENTADO Y ASESORADO POR UN PROFESIONAL DEL DERECHO, INCLUSO CON 

LA DESIGNACIÓN DE UN ASESOR JURÍDICO. Mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 10 de junio de 2011, se modificó el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, rediseñándose la forma en la que los órganos del sistema jurisdiccional deben 

ejercer el control de constitucionalidad; por ello, se estableció que todas las autoridades tienen la 

obligación de respetar, proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la Constitución y 

en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es Parte, lo que también comprende el 

control de convencionalidad. Por su parte, el artículo 18 constitucional, en la parte que se refiere al 

régimen penitenciario, establece que el sistema de ejecución de penas tiene como fin lograr la 

reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir. Asimismo, que la 

organización del sistema penitenciario se apoyará, entre otros, en el respeto a los derechos humanos; 

de ahí que sea indispensable dar contenido a los derechos que tienen los reos, entre los que se 

encuentran, la oportunidad a una debida defensa y asesoría legal en las situaciones que se les 

presenten en su condición de internos, la que, por sí misma, y por obvias razones, les impiden como a 

cualquier otra persona no privada de su libertad, buscar orientación legal adecuada. Por tanto, cuando 

en el juicio de amparo indirecto se reclamen actos que no derivan de un procedimiento judicial, pero 

que se encuentran relacionados directamente con las condiciones de internamiento del quejoso en un 

centro de reclusión, como lo pudiera ser la falta de atención médica, malos tratos o azotes, ser aislado 

o segregado del resto de los internos, o interno en condiciones que transgredan el respeto a su 

dignidad, el Juez de Distrito, para garantizar los derechos de acceso a la justicia y defensa adecuada, 

debe disponer las medidas necesarias para que el quejoso sea debidamente representado y asesorado 

por un profesional del derecho, incluso con la designación de un asesor jurídico, quien tiene, dentro de 

sus funciones, brindar esos servicios jurídicos profesionales a los sectores de la población destacados 

de manera enunciativa, pero no limitativa, en el artículo 15 de la Ley Federal de Defensoría Pública. En 

consecuencia, puede deducirse que por razones análogas, también los núcleos de la población 

penitenciaria tienen una condición escasa de oportunidades para encontrar un apoyo legal digno, a fin 

de adquirir una representación jurídica capacitada para enfrentar las diversas situaciones que se  
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les presenten bajo las condiciones restrictivas en que se encuentran; de ahí que los asesores jurídicos 

pueden ser designados por el juzgador de amparo para intervenir como autorizados de los quejosos 

en dichos juicios. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 109/2016. 14 de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Alba Lorenia Galaviz 

Ramírez. Secretario: Juan Carlos Marrufo Flores. 

 

Amparo en revisión 94/2016. 14 de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Alba Lorenia Galaviz 

Ramírez. Secretario: Juan Carlos Marrufo Flores. 

 

Amparo en revisión 423/2017. 27 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel 

Betancourt Vázquez. Secretaria: Patricia Aurora Rodríguez Duarte. 

 

Amparo en revisión 658/2017. 9 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel 

Betancourt Vázquez. Secretaria: Patricia Aurora Rodríguez Duarte. 

 

Amparo en revisión 575/2017. 13 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Fernando Zúñiga 

Padilla. Secretario: Roberto Carlos Arrequín Pineda. 
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REPARACIÓN DEL DAÑO. CONDENAR AL IMPUTADO A SU PAGO POR LA COMISIÓN DE UN DELITO, 

CUANDO EXISTE SENTENCIA EJECUTORIA CIVIL POR LOS MISMOS HECHOS QUE TAMBIÉN LO 

CONDENA POR DICHO CONCEPTO, VULNERA EL PRINCIPIO DE NON BIS IN IDEM. A pesar del carácter 

de sanción pública que tiene la reparación del daño en materia penal, es importante no caracterizarla 

como una pena, esencialmente porque no le son aplicables los principios del derecho penal, como son 

el principio de exacta aplicación de la ley y el mandato de taxatividad. Ello lleva a deslindar la 

imposición de las penas privativas de libertad de la cuantificación de la reparación y a que el Juez 

resuelva atento a la naturaleza civil de los daños. Así, mientras que la fijación de la pena debe 

realizarse conforme al grado de culpabilidad del sujeto, la cuantía de la reparación, por el contrario, 

debe determinarse por la entidad del daño, en tanto su naturaleza es eminentemente civil; por lo que, 

cuando exista sentencia ejecutoria civil en la que se analicen los mismos hechos que en la vía penal, y 

que condene a la reparación del daño, en la sentencia penal no debe condenarse nuevamente por ese 

concepto, pues se sancionaría doblemente al sentenciado, infringiendo el principio non bis in idem. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 34/2018. 27 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Guadalupe Olga Mejía 

Sánchez. Secretaria: María Imelda Ayala Miranda. 
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Propiedad Intelectual 
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USO ININTERRUMPIDO DE UNA MARCA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE LA PROPIEDAD 
INDUSTRIAL NO ES VIOLATORIO DE LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA POR NO 
DEFINIR EL TÉRMINO "USO ININTERRUMPIDO", CUYO OBJETO Y ALCANCES, COMO CARGA 
PROBATORIA DE QUIEN PIDE LA NULIDAD DE UN REGISTRO MARCARIO, PUEDEN DESPRENDERSE DE 
UNA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA Y TELEOLÓGICA DE LA LEY. El artículo 151, fracción II, de la Ley de 
la Propiedad Industrial establece que, para la nulidad de un registro marcario, quien pida la nulidad 
debe comprobar, entre otros aspectos, el uso previo e ininterrumpido de otra marca (previa), concepto 
este último que si bien no es definido por la propia legislación, no torna al precepto violatorio de las 
garantías de legalidad y seguridad jurídica, en tanto que de una interpretación sistemática y teleológica 
de la Ley de la Propiedad Industrial y su reglamento, particularmente de los artículos 88, 130 y 151, 
fracción II, de la ley y 62 reglamentario, el objeto y alcance del término "uso ininterrumpido" ahí 
previsto como elemento a acreditar en un procedimiento de nulidad marcaria, puede entenderse en el 
sentido de que quien pide la nulidad de una marca tiene como carga probatoria acreditar que los 
productos o servicios que distinguen o amparan su registro marcario han sido puestos en el comercio 
del país o del extranjero, o bien, que la marca misma ha sido o es ostentada públicamente de manera 
continua o continuada; sin que eso suponga que tal uso tenga que probarse, literalmente, de día en día, 
pues eso sería una carga probatoria excesiva e innecesaria, siendo lo relevante, más bien, que se 
pruebe su uso de momento a momento, dentro de un determinado periodo, a partir del cual pueda 
advertirse una continuidad, así como que entre un momento y otro no ha llegado a transcurrir una 
interrupción en tal uso por más de tres años, plazo en el que legalmente caducaría. Intelección que se 
corrobora a la luz de la interpretación teleológica del propio artículo, en tanto que el objeto de que la 
Ley de la Propiedad Industrial permita a los industriales, comerciantes o prestadores de servicios 
registrar sus marcas, es para que los productos o servicios que amparan sean distintivos de sus 
competidores y puedan explotar la protección que obtienen con el registro; de ahí que si la marca no 
está en uso, pierde sentido y justificación su protección, así como seguir impidiendo que otros agentes 
usen sus elementos nominativos, gráficos o sus figuras tridimensionales. 
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DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 423/2015. Bruno Giovanni Saglimbeni Santoro y otros. 14 de octubre de 2016. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos Eduardo 
Hernández Hernández. 
 
Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un 
juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, de rubro: 
"TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON 
APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS CRITERIOS.", no 
es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia. 
 
 
 

Fiscal 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017007  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 54/2018 (10a.)  

 
IGUALDAD O EQUIDAD TRIBUTARIA. LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS EN LOS QUE SE 
HAGA VALER LA VIOLACIÓN A DICHOS PRINCIPIOS, SON INOPERANTES SI NO SE PROPORCIONA UN 
TÉRMINO DE COMPARACIÓN IDÓNEO PARA DEMOSTRAR QUE LA NORMA IMPUGNADA OTORGA UN 
TRATO DIFERENCIADO. Para llevar a cabo un juicio de igualdad o equidad tributaria es necesario contar 
con un punto de comparación, es decir, con algún parámetro que permita medir a las personas, objetos 
o magnitudes entre las cuales se afirma existe un trato desigual, en razón de que el derecho a la 
igualdad es fundamentalmente instrumental y siempre se predica respecto de algo. En ese sentido, la 
carga argumentativa de proponer el término de comparación implica que sea idóneo, pues debe 
permitir que efectivamente se advierta la existencia de algún aspecto homologable, semejante o 
análogo entre los elementos comparados. Así, de no  
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proporcionarse el punto de comparación para medir un trato disímil o que éste no sea idóneo, el 
concepto de violación o agravio en el que se haga valer la violación al principio de igualdad o equidad 
tributaria deviene en inoperante. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 441/2015. Smart & Final del Noroeste, S.A. de C.V. y otra. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 845/2015. Tiendas Aurrerá, S. de R.L. de C.V. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 876/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otras. 25 de enero de 
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 403/2017. Servicios Integrales Merza, S.A. de C.V. 30 de agosto de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo directo en revisión 4687/2017. Volkswagen de México, S.A. de C.V. 18 de abril de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en 
su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 
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REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, POR CUANTO AL REQUISITO DE QUE EN 
LA SENTENCIA RECURRIDA EXISTA UN PRONUNCIAMIENTO DE FONDO, DEBE CONSIDERARSE QUE 
SE PRODUCE CUANDO SE DETERMINA EN TAL FALLO EL DERECHO AL ACREDITAMIENTO DE UN 
TRIBUTO. Para elucidar la procedencia de la revisión fiscal, de acuerdo a diversas jurisprudencias que 
sobre el tema ha emitido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe 
estudiarse, primero, si se trata de un vicio formal o de fondo. Este último se configura cuando en la 
sentencia recurrida se determina el derecho del acreditamiento de un impuesto, en tanto que es un 
aspecto del acto impugnado que constituye su premisa esencial, es decir, se trata de un elemento de la 
litis que incide en la materia de la resolución combatida; aunado a que implica, precisamente, la 
declaración del derecho tal acreditamiento, dado que la causal de anulación correspondiente, se 
relaciona directamente con la indebida, y no insuficiente, fundamentación y motivación del acto 
impugnado. Esto es, tal estudio impacta directamente sobre el derecho sustantivo del acreditamiento, 
el cual, por tanto, le genera al contribuyente esa prerrogativa elemental que, en consecuencia, hace 
procedente el recurso de revisión fiscal, en cuanto al requisito de que la sentencia recurrida contenga 
tal pronunciamiento de fondo. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 16/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto y Séptimo, 
ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. Mayoría de seis votos de 
los Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera Gamboa, Filemón Haro Solís, Elías H. Banda 
Aguilar, Marcos García José y Óscar Naranjo Ahumada. Disidente: Juan Manuel Rochín Guevara. 
Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez Núñez.  
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA 
PROTECCIÓN DE LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). El requisito formal establecido 
en el precepto citado, relativo a que los pagos por honorarios médicos y dentales, así como de los 
gastos hospitalarios se realicen a través de determinados medios, no transgrede el derecho a la 
protección de la salud reconocido por el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues dichos servicios son accesibles y se encuentran al alcance de todos los gobernados, 
al margen de que los pagos y gastos respectivos deban cumplir ciertos requisitos para efectos de su 
deducibilidad en el ámbito fiscal. Ello es así, porque el derecho a la deducción de los pagos por 
honorarios médicos y dentales, así como de los gastos hospitalarios, no es inherente a las personas 
físicas por el solo hecho de serlo, sino que adquiere relevancia cuando los gobernados, en su carácter 
de contribuyentes, quieran ejercerlo. Así, el hecho de establecer requisitos formales para ejercer el 
derecho a la deducción, no implica desconocer la condición de ser humano de las personas físicas en 
su carácter de contribuyentes, ni representa una limitación a la protección del derecho a la salud, ya 
que tanto el Estado como los particulares no se encuentran imposibilitados para brindar los servicios 
de calidad respectivos, siendo una cuestión independiente que los gastos que se generen, para efectos 
de su deducción en el ámbito fiscal, tienen que cumplir con las previsiones formales establecidas en el 
artículo 151, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.  
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Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
 
Amparo en revisión 972/2017. Elizabeth Rosas Domínguez. 7 de febrero de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala. 
 
Amparo en revisión 965/2017. Teresa Anzarut Shamosh. 24 de enero de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017032  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXV/2018 (10a.)  

 
RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). De la exposición de motivos de la iniciativa 
presentada por el Ejecutivo Federal en relación con el artículo citado, se advierte que la finalidad 
inmediata constitucionalmente válida buscada con su establecimiento, consiste en prever una medida 
a través de la cual pueda identificarse plenamente la veracidad de las operaciones, así como a las 
personas que efectúen el gasto para determinar si en realidad tienen derecho a ser beneficiarios con 
la deducción correspondiente, al identificar al pagador real de los servicios que se deducen, lo que 
como finalidad mediata, permite no sólo mejorar el esquema de control y fiscalización de deducciones 
personales, sino también evitar actos de evasión y elusión fiscal, además de facilitar el cumplimiento 
de las facultades de la autoridad fiscal. De esa forma, a partir de la finalidad mencionada, inmediata y 
mediata, sí es posible justificar la constitucionalidad del precepto señalado a la luz del examen de 
proporcionalidad, lo que permite advertir el contexto en el cual se genera un beneficio a la sociedad 
pues, por una parte, resulta necesario identificar la veracidad de las operaciones y a las personas que 
las realizan y, por otra, la obligación de efectuar los pagos por honorarios médicos y dentales, así como 
los gastos hospitalarios, no es absoluta ni perjudica desmedidamente a quienes se encuentra dirigida. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier Laynez Potisek manifestó que 
formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017031  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XXXVI/2018 (10a.)  

 
RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE ESTABLECE LOS 
REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS 
GASTOS HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD JURÍDICA Y DE RAZONABILIDAD LEGISLATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DE 2014). Del análisis del proceso legislativo del precepto legal mencionado, se advierte que el 
requisito consistente en que la deducibilidad de los honorarios médicos y dentales, así como de los 
gastos hospitalarios procede sólo cuando éstos hayan sido solventados a través de los medios del 
sistema financiero, persigue las siguientes finalidades: a) Identificar plenamente la veracidad de esas 
operaciones, así como a las personas que efectúan el gasto y determinar si en realidad tienen derecho 
a ser beneficiados con la deducción correspondiente; b) Garantizar que las deducciones se apliquen 
únicamente por las personas que efectivamente ealizan la erogación y que legalmente tienen derecho 
a efectuarla; y, c) Otorgar a la autoridad fiscal mayor certeza de que los beneficiados de las deducciones 
aludidas son efectivamente los sujetos que se encuentran en los supuestos previstos y que las 
deducciones corresponden exclusivamente a los pagos por los conceptos descritos en la norma 
tributaria. Conforme a lo anterior, el artículo 151, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta no 
transgrede los principios de proporcionalidad jurídica y de razonabilidad legislativa, pues dichas 
finalidades resultan constitucionalmente válidas, toda vez que la imposición del requisito señalado 
abona a que la autoridad hacendaria cuente con elementos suficientes para verificar el correcto 
cumplimiento de las obligaciones fiscales, lo que en última instancia permite constatar la observancia 
del mandato establecido a cargo de los gobernados de contribuir al gasto público previsto en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, además de que el precepto 
legal en estudio cumple con los criterios de ser idóneo y necesario, toda vez que del análisis de las 
disposiciones legales que rigen la utilización de los métodos de pago del sistema financiero, es válido 
concluir que contribuyen al cumplimiento de la finalidad contemplada por el legislador, esto es, 
permitir la identificación de los sujetos que realizan dichas operaciones y constatar su veracidad. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros.  
 
Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas Alberto Pérez Dayán, en relación con el 
tema de proporcionalidad. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García. 
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Registro: 2017000  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.18o.A.46 A (10a.)  

 
DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. ES ILEGAL NEGARLA ADUCIENDO QUE LA SUMA PAGADA 
INDEBIDAMENTE FUE ANTES DEDUCIDA POR EL CONTRIBUYENTE Y/O QUE POR ELLO LE 
REPRESENTARÍA UN DOBLE BENEFICIO. La devolución de pago de lo indebido constituye un derecho 
del contribuyente a través del cual se reincorporan a su patrimonio las cantidades que indebidamente 
pagó al fisco, derecho cuya efectividad, en términos del artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, 
no está sujeta ni limitada a si la cantidad indebidamente pagada fue previamente deducida; de ahí que 
no haya fundamento legal que pueda dar sustento a tal negativa y no sería lícito que el fisco retuviera 
una cantidad que le fue pagada sin existir una obligación para ello, lo que incluso puede resultar, 
inconstitucionalmente confiscatorio. Como tampoco es lícito negar tal devolución afirmando que, de 
acordarla favorablemente, ello representaría un doble beneficio fiscal para el contribuyente (el 
primero, derivado de la deducción autorizada por la ley para efectos del impuesto sobre la renta y, el 
segundo, derivado de la devolución de esa cantidad, previamente deducida, por considerarla como 
pago de lo indebido), en tanto que las deducciones no son un beneficio fiscal ni tienen para el 
contribuyente un valor real equiparable a su valor nominal y, dada su función, hay una importante 
diferencia contable y fiscal entre hacer una deducción y realizar un pago de lo indebido. La deducción 
es un concepto cuya función contable es reducir la base gravable a la que se le aplicará la tasa del 
impuesto, y no uno cuyas cantidades se resten al resultado fiscal o al impuesto a pagar, de modo que 
afectan significativamente diferente al patrimonio del contribuyente. Ahora bien, lo anterior no 
desconoce que el hecho de que ciertos montos pagados indebidamente hayan sido previamente 
deducidos y deban ser, a la postre, devueltos (por haber sido un pago de lo indebido) conduce a que, 
precisamente, por razón de esa circunstancia superveniente, el monto declarado y/o enterado del 
impuesto sobre la renta en aquel ejercicio deba ser ajustado. Sin embargo, la necesidad de realizar un 
ajuste en estos términos, de ninguna manera puede ser obstáculo para devolver al contribuyente lo 
pagado indebidamente, ni justifica que el Estado retenga una suma a la que no tenía derecho, siendo 
que, en todo caso, la autoridad fiscal puede ejercer sus facultades de comprobación para verificar, 
tanto lo relativo al saldo principal, como su actualización y, en su caso, accesorios, como lo establece 
el propio artículo 22 citado. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 528/2016. National Material of México, S. de R.L. de C.V. 16 de agosto de 2017. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos Eduardo 
Hernández Hernández.  
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 510/2016. 
Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 16 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 
María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos Eduardo Hernández Hernández. 
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DEDUCCIÓN DE LOS PAGOS POR SERVICIOS DE ENSEÑANZA CORRESPONDIENTE A LOS TIPOS DE 
EDUCACIÓN BÁSICO Y MEDIO SUPERIOR A QUE SE REFIERE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN. PARA 
QUE PROCEDA DEBEN CUMPLIRSE LOS REQUISITOS QUE AL EFECTO PREVÉN LOS ARTÍCULOS 1.8 Y 
1.9 DEL DECRETO QUE COMPILA DIVERSOS BENEFICIOS FISCALES Y ESTABLECE MEDIDAS DE 
SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE 
DICIEMBRE DE 2013, A FIN DE ACREDITAR QUE LAS EROGACIONES LAS REALIZÓ EL CONTRIBUYENTE 
QUE PRETENDE AQUÉLLA. Los preceptos citados otorgan un estímulo fiscal a las personas físicas, 
consistente en la deducción que corresponda de los pagos por servicios de enseñanza 
correspondiente a los tipos de educación básico y medio superior a que se refiere la Ley General de 
Educación, efectuados por el contribuyente, la cual procede únicamente si la erogación se realizó 
mediante cheque nominativo de aquél, transferencias electrónicas de fondos desde cuentas abiertas a 
nombre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que 
para tal efecto autorice el Banco de México, o mediante tarjeta de débito o de servicios. Así, una vez 
cumplidos los requisitos de los comprobantes fiscales, éstos, como medios de prueba, pueden servir 
para solicitar la deducción. En estas condiciones, la realización de los pagos señalados no implica, en 
automático, que procederá la deducción solicitada, porque si bien es cierto que el principio de 
proporcionalidad tributaria radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los 
gastos públicos en función de su respectiva capacidad contributiva, debiendo aportar una parte justa y 
adecuada de sus ingresos, utilidades, rendimientos o la manifestación de riqueza gravada, también lo 
es que el cumplimiento de las formalidades para determinar procedentes las deducciones 
efectivamente erogadas, no debe eludirse bajo la afirmación de que sí se realizó el pago (por ejemplo, 
en efectivo), pues es necesario que se cumplan los requisitos contenidos en las disposiciones aludidas, 
a fin de acreditar que la erogación efectivamente se realizó por el contribuyente que pretende la 
deducción. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 186/2017. Titular 
de la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de la Ciudad de México "2", del Servicio de 
Administración Tributaria. 28 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Enrique Báez 
López. Secretario: Carlos Bahena Meza. 
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INICIO DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. 
PROCEDE EL JUICIO DE NULIDAD EN SU CONTRA DADA LA AFECTACIÓN JURÍDICA QUE SU 
PUBLICIDAD ACARREA. Si bien el oficio por el que se informa al contribuyente que se encuentra en el 
supuesto previsto en el primer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, relativo a 
la presunción de inexistencia de operaciones, no constituye una resolución definitiva, pues atiende al 
inicio de un procedimiento administrativo, lo cierto es que tal oficio causa un agravio en materia fiscal 
que actualiza la procedencia del juicio de nulidad, porque en términos de ese precepto, así como del 
diverso 69 de su reglamento, una vez notificado el mismo, la autoridad procederá a publicitar que sigue 
tal procedimiento contra el contribuyente, tanto en la página de Internet del Servicio de Administración 
Tributaria, como en el Diario Oficial de la Federación. Siendo así, esos actos de emisión, publicación y 
divulgación de la presunta conducta irregular del contribuyente, afectan su imagen y reputación –
derecho al honor en sentido objetivo, el cual ha sido definido por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, como la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades 
morales y profesionales dentro de la comunidad y es lesionado por todo aquello que afecta a la 
reputación que la persona merece–, es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente la 
opinión que los demás hayan de formarse de nosotros. Lo anterior, en la medida en que expone su 
imagen negativamente, al propiciar la percepción pública de que opera de manera irregular, aun 
cuando en ese momento sólo es una presunción no comprobada por la autoridad fiscal, que puede 
imposibilitarle o dificultarle de manera significativa desarrollar con normalidad las actividades 
encaminadas a la realización de su objeto social y traducirse en que resienta algún perjuicio en su 
patrimonio, todo lo cual le agravia fiscalmente y, por ello, le legitima a acudir, desde luego, al juicio de 
nulidad. Lo anterior, sin perjuicio de que pueda optar por impugnar sólo la resolución definitiva que se 
llegue a dictar en el procedimiento administrativo previsto en el citado artículo 69-B, o bien, de haber 
optado por impugnar la inicial, si durante el procedimiento del juicio de nulidad se dictara la resolución 
final, ampliar su demanda en contra de ese ulterior acto. 
 
DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 320/2017. Employed Human Capital, S.A. de C.V. 7 de noviembre de 2017. Unanimidad 
de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos Eduardo Hernández 
Hernández. 
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INFORMACIÓN CONTENIDA EN PÁGINAS DE INTERNET. SU VALOR PROBATORIO EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. De la interpretación de los artículos 88, 197, 210-A y 217 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, así como 46 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, se colige que los datos publicados en documentos o páginas situadas en 
redes informáticas constituyen, presumiblemente y, salvo prueba en contrario, un hecho notorio, por 
formar parte del conocimiento general, y un elemento de prueba, en tanto cumplan las exigencias de 
dichos preceptos, las cuales deben considerarse cuando haya objeciones respecto a aspectos 
puntuales y como referente para valorar su fuerza probatoria. Por tanto, la información contenida en 
una página de Internet puede tomarse como prueba plena, cuando haya sido ofrecida en el juicio 
contencioso administrativo federal, o bien, invocada como hecho notorio. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 200/2017. The Institute of Electrical and Electronics Engineers, Inc. 22 de febrero de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Arturo Medel García. Secretario: Luis Alberto Martínez 
Pérez. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2017033  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 25 de mayo de 2018 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: I.10o.P.25 P (10a.)  

 

REPARACIÓN DEL DAÑO. CONDENAR AL IMPUTADO A SU PAGO POR LA COMISIÓN DE UN DELITO, 

CUANDO EXISTE SENTENCIA EJECUTORIA CIVIL POR LOS MISMOS HECHOS QUE TAMBIÉN LO 

CONDENA POR DICHO CONCEPTO, VULNERA EL PRINCIPIO DE NON BIS IN IDEM. A pesar del carácter 

de sanción pública que tiene la reparación del daño en materia penal, es importante no caracterizarla 

como una pena, esencialmente porque no le son aplicables los principios del derecho penal, como son 

el principio de exacta aplicación de la ley y el mandato de taxatividad. Ello lleva a deslindar la 

imposición de las penas privativas de libertad de la cuantificación de la reparación y a que el Juez 

resuelva atento a la naturaleza civil de los daños. Así, mientras que la fijación de la pena debe 

realizarse conforme al grado de culpabilidad del sujeto, la cuantía de la reparación, por el contrario, 

debe determinarse por la entidad del daño, en tanto su naturaleza es eminentemente civil; por lo que, 

cuando exista sentencia ejecutoria civil en la que se analicen los mismos hechos que en la vía penal, y 

que condene a la reparación del daño, en la sentencia penal no debe condenarse nuevamente por ese 

concepto, pues se sancionaría doblemente al sentenciado, infringiendo el principio non bis in idem. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 34/2018. 27 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Guadalupe Olga Mejía 

Sánchez. Secretaria: María Imelda Ayala Miranda. 
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Seguridad Social 
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CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. EL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, NO VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO A LA JUSTICIA Y A LA SEGURIDAD 
SOCIAL. El precepto citado, que prevé los requisitos para la procedencia de la acción intentada en los 
conflictos individuales de seguridad social, no viola el derecho de acceso a la justicia reconocido por el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque permite lograr el 
equilibrio entre las partes y salvaguardar los principios de economía, concentración y sencillez que 
deben imperar en los procedimientos especiales de seguridad social. Además, de su interpretación no 
se advierte la obligación de que en las demandas interpuestas, sin excepción, deban reseñarse todos y 
cada uno de los requisitos previstos en esa disposición, sino únicamente los que correspondan a la 
acción intentada; esto, con la finalidad de que la autoridad del trabajo cuente con los elementos 
necesarios y suficientes para configurar la litis y dirimir la controversia; por tales razones, tampoco 
viola el derecho a la seguridad social a que se contrae el artículo 123, apartado A, fracción XXIX, de la 
Constitución General de la República. 
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